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Resumen                                             

 

Este informe busca ofrecer una síntesis del marco constitucional y legal del derecho a 

la educación en Chile. Para ello se enfoca, primero, en las normas internacionales que 

regulan el derecho a la educación, estableciendo los elementos mínimos que deberán 

asegurar todos los países y los principios por los que deberá regirse la provisión 

educacional (1). Luego, hace una revisión somera de lo que contiene nuestro 

ordenamiento constitucional en la materia (2). Finalmente, se presentan las 

principales leyes que actualmente regulan la educación en nuestro país, incluyendo 

una breve descripción de cada una de ellas (3).  
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Antecedentes 

 

Se ha solicitado una revisión general del derecho a la educación en Chile para apoyar 

el trabajo de la delegación parlamentaria que participará en la Reunión Extraordinaria 

de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia, Tecnología y Comunicación, del 

Parlatino, a desarrollarse los días 4 y 5 de julio del presente año. 

 

Para ello, el presente trabajo se enfocará, primero, en las normas internacionales que 

regulan el derecho a la educación, estableciendo los elementos mínimos que deberán 

asegurar todos los países y los principios por los que deberá regirse la provisión 

educacional (1). Luego, pasaremos a una revisión somera de lo que contiene nuestro 

ordenamiento constitucional en la materia (2), y terminaremos con una presentación 

general de las principales leyes que actualmente regulan la educación en nuestro país 

y una breve descripción de cada una de ellas (3). Todo esto con el objeto de alimentar 

el intercambio de ideas y experiencias entre las diversas delegaciones parlamentarias.  

 

 

1. Derecho a la educación a nivel internacional  

 

1.1. Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) 

 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH), de la Organización de 

Naciones Unidas (ONU), dispone, en su artículo 26, que toda persona tiene derecho a 

la educación. El artículo se descompone en tres puntos: i) el alcance de este derecho 

(es decir, su accesibilidad); ii) el objeto y los fines normativos de la educación; y iii)  

el derecho de los padres sobre la educación de sus hijos.  

 

Así, se establece que, por lo menos, la educación elemental (es decir, lo que en Chile 

conocemos como “educación básica”) debe ser gratuita y obligatoria. Además, se 

indica que la educación técnica y profesional debe ser generalizada y debe haber 

igualdad en el acceso a la educación superior, “en función de los méritos respectivos” 

(art. 26.1 DUDH).  

 

En cuanto al objeto de la educación, este debe ser “el pleno desarrollo de la 

personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las 

libertades fundamentales” (art. 26.2 DUDH).  

 

Finalmente, la Declaración indica que los padres “tendrán derecho preferente a 

escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos” (art. 26.3 DUDH).  

 

Estos elementos componen el núcleo fundamental de lo que se entiende como derecho 

a la educación a nivel internacional. Como se ve, se trata de contenidos mínimos, que 

pueden ser desarrollados de múltiples formas por parte de los respectivos Estados.  

 

 

 



Biblioteca del Congreso Nacional, Departamento de Estudios, Extensión y Publicaciones 

 

 

4 

 

1.2. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

(1966) 

 

Más detallado es el contenido del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales (PIDESC), cuyo artículo 13 se descompone en cuatro puntos: i) 

objeto y fines de la educación; ii) alcance y accesibilidad; iii) el aseguramiento de la 

libertad de los padres; y iv) la libertad de los particulares y entidades para establecer 

y dirigir instituciones de enseñanza. 

 

Así, el PIDESC coincide en principio con la DUDH en establecer como objeto de la 

educación “el pleno desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su 

dignidad”, así como en el deber de “fortalecer el respeto por los derechos humanos y 

las libertades fundamentales”, entre otras cosas.  

 

Por otro lado, es más detallado en términos de acceso, ya que, además de establecer 

que la educación primaria debe ser gratuita y obligatoria para todos, y que la 

educación secundaria, incluida la técnica y profesional, debe ser generalizada, se 

plantea aquí “la implantación progresiva de la enseñanza gratuita” del nivel secundario 

(art. 13.2, b) PIDESC). La misma progresividad propone respecto de la educación 

superior (art. 13.2, c) PIDESC). También se incorpora el fomento a la educación de 

adultos (art. 13.2, d) PIDESC), el desarrollo del sistema escolar “en todos los ciclos de 

la enseñanza”, la implementación de un sistema de becas y la mejora continua de las 

condiciones materiales de los docentes (art. 13.2, e) PIDESC). Debemos entender que 

estos son los contenidos mínimos que debieran orientar a los Estado respecto del 

derecho a la educación.  

 

En cuanto a la libertad de los padres para escoger escuelas distintas de las creadas 

por las autoridades públicas, si bien se reconoce este derecho, también se enfatiza, 

para ello, que estas escuelas deben satisfacer “las normas mínimas que el Estado 

prescriba o apruebe en materia de enseñanza” (art. 13.3 PIDESC).  

 

Finalmente, se dispone que nada de lo dispuesto en el artículo en comento se 

interpretará como una restricción de la libertad de los particulares para establecer y 

dirigir instituciones de enseñanza (lo que en Chile englobamos generalmente bajo el 

derecho a la libertad de enseñanza), pero “a condición de que se respeten los 

principios enunciados en el párrafo 1 y de que la educación dada en esas instituciones 

se ajuste a las normas mínimas que prescriba el Estado” (art. 13.4 PIDESC).  

 

Como se puede apreciar, el foco de este instrumento jurídico internacional está en los 

deberes estatales en la materia, así como en las garantías de acceso que deben 

existir respecto de todos los estudiantes. Esto viene confirmado por la Observación 

General N° 13, que se enfoca principalmente en la disponibilidad, la accesibilidad, 

la aceptabilidad y la adaptabilidad. La primera se refiere a la existencia de 

instituciones y programas suficientes provistos por el Estado para satisfacer este 
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derecho, incluyendo las condiciones materiales en las que dichas instituciones deben 

operar (esto, por cierto, admite una variedad de posibilidades, pero es indiscutible que 

la Observación apunta a una mejora continua de éstas). La segunda se descompone 

en el principio de no discriminación, la accesibilidad material y la accesibilidad 

económica de la educación. En cuanto a la aceptabilidad, esta se refiere a que la 

forma y el fondo de la educación, comprendidos los programas de estudio y los 

métodos pedagógicos, han de ser aceptables para los estudiantes y, cuando proceda, 

los padres, siguiendo lo dispuesto en el artículo 13 sobre objeto y fines de la 

educación. Finalmente, la adaptabilidad se refiere a que la educación debe tener “la 

flexibilidad necesaria para adaptarse a las necesidades de sociedades y comunidades 

en transformación y responder a las necesidades de los alumnos en contextos 

culturales y sociales variados” (Observación General N° 13, N° 6, d) PIDESC).  

 

 

2. Derecho a la educación en la constitución chilena1 

 

En nuestro país, se establece como objeto de la educación el pleno desarrollo de la 

persona en las distintas etapas de su vida (art. 19, N° 10, inc. 2°). Dicho objeto se 

refleja en el principio de la educación integral (art. 3, ñ), contenido en la Ley General 

de Educación2, principio recientemente recogido y profundizado en la ley N° 21.040, 

que regula a la educación pública del país.  

 

En segundo lugar, y a diferencia de las Constituciones de 1833 y 1925, que 

consideraban a la educación como un deber preferente del gobierno o del Estado, el 

precepto constitucional actual les asigna a los padres el derecho preferente y el 

deber de educar a sus hijos, derecho al que el Estado le debe otorgar especial 

protección (inc. 3°).  

 

En tercer lugar, esta norma mandata al Estado a promover la educación parvularia a 

través de un sistema gratuito a partir del nivel medio menor (inc. 4°), es decir, a 

partir de los 2 años3. También establece la obligatoriedad del segundo nivel de 

transición (Kínder).  

 

                                           
1 Esta sección está tomada en gran parte del siguiente trabajo: SOTO, Víctor. “La regulación del 
derecho a la educación en el derecho constitucional comparado”, Serie Informes N° 04-20, 

Biblioteca del Congreso Nacional, 2020.  
2 DFL Nº 2, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 
20.370.  
3 De acuerdo con el artículo 5 del decreto supremo Nº 315, de 2011, del Ministerio de 
Educación, los niveles de la educación parvularia son los siguientes:  
          Sala Cuna Menor: 0 a 1 año 
          Sala Cuna Mayor: 1 a 2 años 

          Nivel Medio Menor: 2 a 3 años 
          Nivel Medio Mayor: 3 a 4 años 
          Primer Nivel de Transición: 4 a 5 años. Referido popularmente como Pre-Kínder  
          Segundo Nivel de Transición: 5 a 6 años. Referido popularmente como Kínder.  
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En cuarto lugar, lo obliga a financiar un sistema gratuito con el objeto de asegurar el 

acceso de toda la población a la educación básica y media4 (inc. 5°).  

 

En quinto lugar, se mandata al Estado a fomentar la educación en todos sus niveles, 

estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística y la protección e 

incremento patrimonio cultural de la nación (inc. 6°). Fomentar la educación en todos 

sus niveles significa promoverla desde la educación parvularia hasta la educación 

superior, lo cual se vincula con el objeto de la educación definido en el inciso segundo. 

Este precepto, además, vincula el tema educacional con la investigación científica y 

con el desarrollo cultural y artístico del país.  

 

Finalmente, se le entrega a la comunidad el deber de contribuir al desarrollo y 

perfeccionamiento de la educación (inciso final).  

 

Por otro lado, la libertad de enseñanza (art. 19, N° 11) amplía su definición 

respecto de lo consagrado en la Constitución de 1925, ya que incorpora directamente 

lo que antes se encontraba implícito y se entendía regulado o limitado por la 

autoridad: el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos 

educacionales. En este sentido, disminuyen las opciones de la autoridad para 

restringir este derecho, ya que se indica que sólo puede ser limitado por la moral, las 

buenas costumbres, el orden público y la seguridad nacional (inc. 2°).  

 

En segundo lugar, el inciso tercero prohíbe a la educación reconocida oficialmente (ya 

sea pública o privada) orientarse a propagar una tendencia político partidista, 

replicando lo que ya establecía la Constitución de 1925 tras la reforma constitucional 

de 19715.  

 

En tercer lugar, se consagra un derecho que en los anteriores textos constitucionales 

se consideraba implícito: el derecho de los padres de escoger el establecimiento 

de enseñanza para sus hijos (inc. 4°).  

 

Finalmente, este artículo encomienda a una ley orgánica constitucional la labor de 

establecer los requisitos mínimos que deberán exigirse en cada uno de los niveles de 

la enseñanza básica y media, así como las normas objetivas, de general aplicación, 

que permitirán al Estado velar por su cumplimiento, y los requisitos para el 

                                           
4 La educación básica en Chile comprende ocho años, desde primero a octavo básico, mientras 

que la educación media comprende cuatro años, desde primero a cuarto medio. La edad mínima 
de ingreso a la educación básica regular son los seis años y la edad máxima para el ingreso a la 
educación media regular son los dieciséis años, de acuerdo con el artículo 27 de la Ley General 
de Educación. Cabe señalar que el artículo 25 de dicha ley establece que tanto la educación 
básica como la educación media tendrán una duración de seis años, modificación que se 
materializará el año 2026.   
5 Esta reforma fue parte del llamado Estatuto de Garantías, un pacto político entre la Unidad 

Popular y el Partido Demócrata Cristiano, en virtud del cual este partido se comprometía a 
apoyar con sus votos la elección de Salvador Allende como Presidente de la República, y este 
último se comprometía a enviar al Congreso una reforma constitucional que garantizaba algunos 
derechos civiles, políticos y sociales.  
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reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales de todo nivel (inciso 

final). Este mandato se materializa en la llamada Ley General de Educación, ya citada. 

 

 

3. Principales leyes referidas a la educación en Chile 

 

3.1. Ley General de Educación  

 

En primer lugar, debemos mencionar la Ley General de Educación6, que establece 

el marco general de la educación en nuestro país. Así, en su Título Preliminar define lo 

que se entenderá en Chile por educación (art. 2) y señala los principios y fines que 

rigen a la educación chilena (art. 3). Además, establece los derechos de las personas 

en relación con la educación y los deberes del Estado para asegurarla, a través de sus 

diversos organismos, así como los diversos derechos y deberes de todos quienes 

integran la comunidad educativa (art. 10). Finalmente, se regulan en este título los 

procesos de admisión a los establecimientos educacionales, y se establecen varias 

reglas sobre convivencia escolar al interior de estos.  

 

El Título I define los niveles o modalidades educativas.  

 

El Título II establece normas generales sobre educación parvularia, básica y media. 

Aquí se incluyen los requisitos mínimos que deberán cumplirse y los objetivos 

generales que deberán perseguirse en cada nivel. En este sentido, se radica la 

responsabilidad de confeccionar las bases curriculares y los planes y programas de 

estudio en el Ministerio de Educación. Una vez elaboradas, el Ministerio de 

Educación debe someterlas a la aprobación del Consejo Nacional de Educación (art. 

31). Asimismo, se definen las normas sobre calificación, validación y certificación de 

estudios y licencias de educación básica y media (arts. 39 y ss.). Finalmente, se 

establecen los requisitos y el procedimiento para que los establecimientos 

educacionales puedan obtener el reconocimiento oficial del Estado (arts. 45 y ss.). 

 

El Título III se refiere a las normas sobre reconocimiento oficial de las instituciones de 

educación superior (esto incluye universidades, institutos profesionales, centros de 

formación técnica, e instituciones pertenecientes a las Fuerzas Armadas). 

 

El Título IV, en tanto, crea el Consejo Nacional de Educación, organismo 

autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio que se relaciona con el 

Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. El Consejo está 

encargado de aprobar o formular observaciones sobre las bases curriculares creadas 

por este último en los diversos niveles y modalidades educativas. Por otra parte, 

respecto de la educación superior, se encarga de administrar el sistema de 

licenciamiento de nuevas instituciones, y se convierte en la instancia de apelación de 

decisiones de acreditación adoptadas por la Comisión Nacional de Acreditación, entre 

                                           
6 DFL Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y 
sistematizado de la ley Nº 20.370, que establece la Ley General de Educación.  
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otras funciones. Su composición, integración y funcionamiento se encuentran en los 

arts. 88 y ss. 

 

3.2. Sistema de Aseguramiento de la Calidad (ley N° 20.529) 

 

En segundo lugar, debemos notar la existencia del Sistema de Aseguramiento de la 

Calidad, que rige por igual a establecimientos públicos y privados, y se consagra en la 

ley N° 20.529. Esta ley establece una serie de reglas para la evaluación del 

desempeño y la rendición de cuentas de los establecimientos educacionales y los 

sostenedores. En este sentido, se crea una institucionalidad con el objeto de ejecutar 

las diversas funciones asociadas a estos cambios, así como la fiscalización de dichas 

normas. 

 

El Título I describe el sistema en general, indicando –entre otras cosas- los estándares 

de desempeño que se aplicarán para la evaluación de los diversos actores (art. 6). 

 

El Título II, en tanto, crea y regula la Agencia de Calidad, servicio público 

descentralizado, que tiene por objeto “evaluar y orientar el sistema educativo para 

que éste propenda al mejoramiento de la calidad y equidad de las oportunidades 

educativas, considerando las particularidades de los distintos niveles y modalidades 

educativas” (art. 10). 

 

A continuación, se definen sus funciones y atribuciones, destacando dentro de estas 

últimas la ordenación de los establecimientos en categorías7. Esta ordenación 

constituye la base del plan de mejoramiento de educativo (art. 26) que deberán 

elaborar los sostenedores, así como de una serie de medidas que deben activarse para 

mejorar la calidad del servicio educacional (véase Párrafo 5º de la ley). La medida 

más extrema, en este punto, consiste en la revocación del reconocimiento oficial 

cuando un establecimiento educacional lleve cuatro años consecutivos en la categoría 

insuficiente. 

 

El Título III crea y regula la Superintendencia de Educación, servicio público 

funcionalmente descentralizado y territorialmente desconcentrado, que tiene por 

objeto fiscalizar que los sostenedores se ajusten a las leyes, reglamentos e 

instrucciones que ella misma dicte, y la legalidad del uso de los recursos por los 

sostenedores que reciban aporte del Estado (respecto de los sostenedores de los 

establecimientos particulares pagados, fiscaliza la referida legalidad sólo en caso de 

denuncia). Además, “proporcionará información (…) a las comunidades educativas y 

otros usuarios e interesados, y atenderá las denuncias y reclamos de éstos, aplicando 

las sanciones que en cada caso corresponda” (art. 48). Para ello se le otorgan amplias 

atribuciones, y se le impone a los sostenedores el deber de realizar una rendición de 

                                           
7 Los establecimientos son ordenados en las siguientes categorías: 

 a) Establecimientos Educacionales de Desempeño Alto. 
 b) Establecimientos Educacionales de Desempeño Medio. 
 c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Medio-Bajo. 
 d) Establecimientos Educacionales de Desempeño Insuficiente. 
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cuenta pública del uso de los recursos respecto de cada uno de sus establecimientos 

educacionales (véase Párrafo 3º de la ley en comento). Asimismo, se crea un sistema 

de infracciones que traen aparejadas diversas sanciones, con cargo a la subvención 

escolar (Párrafo 5º). 

 

Finalmente, se crea la figura del administrador provisional, órgano que tiene por 

objeto asumir las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento 

subvencionado o que reciba aportes estatales, para “asegurar el adecuado 

funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo” (art. 

87). 

 

3.3. Sistema de admisión escolar (Ley N° 20.845, de Inclusión Escolar) 

 

En tercer lugar, es necesario destacar la ley que establece el sistema de admisión 

escolar (ley N° 20.845, también conocida como Ley de Inclusión Escolar). Este 

sistema no se aplica a todos los establecimientos educativos, pero sí a todos los que 

reciben algún tipo de financiamiento estatal (es decir, abarca a establecimientos 

públicos y particular-subvencionados).  

 

El sistema de admisión escolar consiste en un mecanismo centralizado, dividido en dos 

etapas. La primera etapa corresponde a la etapa de postulación y la segunda a una 

etapa de admisión. La regla general aquí es que todos los estudiantes que postulen a 

un establecimiento educacional sean admitidos. Sólo en los casos en que haya más 

postulantes que cupos disponibles, los establecimientos educacionales deberán aplicar 

un procedimiento de admisión aleatorio. Se trata, en particular, de un algoritmo de 

asignación diferida (Deferred Acceptance, DA). En términos muy simples, este 

algoritmo asigna tentativamente a los estudiantes en su primera opción. En el caso de 

que existan más postulaciones que vacantes, se aplican los criterios de prioridad. Si el 

estudiante no es admitido, se le asigna tentativamente su segunda opción. De haber 

un exceso de postulaciones, se aplican nuevamente los criterios de prioridad, y así 

sucesivamente hasta que todos los estudiantes queden asignados a un 

establecimiento8.  

 

Ahora bien, en caso de que existan más postulaciones que vacantes, los criterios de 

prioridad son los siguientes:  

 1) En primer lugar, se da preferencia a quienes tienen hermanas o hermanos 

que postulen o se encuentren matriculados en el mismo establecimiento. 

                                           
8 Este mecanismo se diferencia de otros sistemas parecidos, como el utilizado en Boston, en que 
la asignación de los cupos es tentativa, por lo que en cada iteración los postulantes y las 
vacantes se van reordenando. Así, se incentiva que los postulantes manifiesten sus verdaderas 
preferencias. En cambio, el mecanismo de Boston incentiva una postulación más estratégica (los 
postulantes tratan de “asegurarse” estableciendo como primera opción un establecimiento 
donde saben que tendrán prioridad). Se ha argumentado, de hecho, que el mecanismo de 

asignación diferida posee diversas ventajas respecto de otros mecanismos de asignación de 
vacantes. Para más detalles, véase: SOTO, Víctor. “El sistema de admisión escolar chileno y los 
proyectos de ley que buscan modificarlo », Serie Informes Nº 08-19, Biblioteca del Congreso 
Nacional, 2019.  
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     2) En segundo lugar, se da preferencia a alumnos prioritarios hasta que se 

cumpla una cuota del 15% de las vacantes.  

 

     3) En tercer orden de preferencia, se considera la condición de hijo o hija de 

cualquier trabajador que preste servicios permanentes en el establecimiento 

educacional. 

 

     4) Finalmente, se considera la circunstancia de haber estado matriculado 

anteriormente en el establecimiento educacional al que se postula (salvo que el 

postulante hubiere sido expulsado con anterioridad).  

 

Sólo en caso de que siga habiendo más postulantes que vacantes después de 

aplicados los criterios de prioridad, se utiliza un mecanismo aleatorio9.  

 

3.4. Sistema de financiamiento escolar10 

 

Este decreto con fuerza de ley establece el marco general de la subvención educativa 

en nuestro país, así como las reglas específicas para ser beneficiario de ella. 

 

El Título I no sólo define las reglas generales sobre la subvención a la educación 

gratuita, sino que también se hace cargo de cuestiones generales sobre el régimen 

educativo chileno. En este sentido, el artículo 2 establece que “una persona jurídica 

denominada “sostenedor’’, deberá asumir ante el Estado y la comunidad escolar la 

responsabilidad de mantener en funcionamiento el establecimiento educacional”. 

Posteriormente se reiteran los requisitos para ser sostenedor que también se 

encuentran establecidos en la Ley General de Educación. 

 

En tanto, el artículo 3 define al sostenedor como un “cooperador del Estado en la 

prestación del servicio educacional”. En cuanto tal, los recursos que perciba “estarán 

afectos al cumplimiento de los fines educativos y sólo podrán destinarse a aquellos 

actos o contratos que tengan por objeto directo y exclusivo el cumplimiento de dichos 

fines”. Esto se enmarca en la prohibición de los sostenedores de lucrar con los 

recursos que perciban destinados a la prestación del servicio educacional, según lo 

dispuesto en la ley Nº 20.845. Así, el artículo 3 hace un listado de las operaciones que 

se considera que tienen fines educativos, así como ciertas restricciones para algunas 

de estas, como, por ejemplo, que se lleven a cabo con personas relacionadas con los 

sostenedores o representantes legales del establecimiento. Posteriormente, el artículo 

3 bis define qué se entenderá como “persona relacionada” y el artículo 3 ter establece 

la infracción por destinar los recursos a fines que no sean educativos, con su sanción 

correspondiente. 

                                           
9 Véase artículo 7 ter de la ley de subvenciones (DFL N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación 
que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre subvención del Estado a 

establecimientos educacionales).  
10 D. F. L. Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación. Fija texto refundido, coordinado y 
sistematizado del D. F. L. Nº 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a establecimientos 
educacionales. 
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Finalmente, el artículo 3 quáter permite a los sostenedores que administren más de un 

establecimiento que distribuyan los recursos entre ellos para facilitar su 

funcionamiento en red. En el artículo 4 se establecen los requisitos para que las 

municipalidades se acojan al beneficio de la subvención. El artículo 5 establece una 

serie de documentos que el sostenedor debe entregar a la Superintendencia de 

Educación con objeto de llevar a cabo una adecuada rendición de cuentas por la 

prestación del servicio educacional. El artículo 5 establece una serie de documentos 

que el sostenedor debe entregar a la Superintendencia de Educación con objeto de 

llevar a cabo una adecuada rendición de cuentas por la prestación del servicio 

educacional. 

 

Por otra parte, en el Párrafo 2°, particularmente en el artículo 6, se establecen los 

requisitos para impetrar la subvención. Estos requisitos son múltiples y variados. Entre 

ellos podemos destacar el requisito de contar con el reconocimiento oficial del Estado, 

el de destinar sus recursos exclusivamente a fines educativos, el de no seleccionar 

estudiantes11, el de que sus cursos se ajusten a los mínimos y máximos de alumnos 

por curso que, en cada caso y para atender las exigencias pedagógicas, señale el 

reglamento, el de contar con un reglamento interno que rija las relaciones entre el 

establecimiento, los alumnos y los padres y apoderados, y la prohibición de cobrar o 

requerir a los padres y apoderados aportes económicos obligatorios, directos, 

indirectos o de terceros. 

 

En el Párrafo 3º se establecen los montos de la subvención, mientras que en el Párrafo 

4º se fijan los incrementos de la subvención según diversos factores (por ejemplo, se 

establecen incrementos por alumnos de establecimientos rurales). Por otra parte, el 

Párrafo 5º establece en detalle el monto de la subvención mensual. 

 

Finalmente, el Párrafo 6º señala el procedimiento de pago. En tanto, el Título II se 

refiere a la subvención a establecimientos educacionales de financiamiento 

compartido. Este título fue derogado por la ley Nº 20.845. 

 

El Título III regula una serie de subvenciones especiales, y el Título IV se establece un 

régimen de sanciones para los sostenedores que incumplan la normativa de la ley, así 

como reglas básicas para su fiscalización. Finalmente, en el Título V se regulan las 

corporaciones educacionales creadas por la ley Nº 20.845. Estas se entienden como 

“personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro constituidas por dos o más 

personas naturales, debidamente registradas ante la autoridad, cuyo objeto único sea 

la educación”.  

 

Cabe en este punto señalar que el sistema de financiamiento basado en subvenciones 

no era, originalmente, propio de la educación pública, sino que correspondía al 

sistema particular subvencionado. 

                                           
11 Cabe mencionar que varios de estos requisitos fueron incorporados en una época 
relativamente reciente, con la Ley de Inclusión Escolar (ley Nº 20.845).  
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La ley de educación primaria obligatoria (ley Nº 3.654) ya consideraba, en su 

redacción definitiva de 1929, la existencia de establecimientos educacionales 

“sostenidos” por particulares y que tenían derecho a percibir una subvención estatal 

por alumno. Con todo, esto suponía que dichas escuelas fueran gratuitas y se 

sometieran a la vigilancia de la Dirección Provincial de Educación correspondiente. 

Este sistema funcionó de manera paralela al sistema de educación pública (que 

dependía directamente del Ministerio de Educación, a través de sus Direcciones 

Provinciales), siempre sometido a este último, y con una incidencia marginal en la 

totalidad de la matrícula. No fue sino hasta la década de 1980 en que, por medio de la 

municipalización de la enseñanza, el sistema de financiamiento vía subvenciones se 

convirtió en el sistema general de financiamiento de las escuelas chilenas. 

 

Asimismo, fue recién en dicha época en que se masificó la enseñanza particular 

subvencionada, liberándola de las “trabas” que existían previamente, en particular de 

la estricta supervigilancia ejercida por los órganos dependientes del Ministerio de 

Educación. Además, mientras los “sostenedores” originales eran pensados sobre todo 

como instituciones de beneficencia, fue en esta época en que se empezó a pensar más 

bien en entidades con fines de lucro, que operarían sobre la base de las leyes del 

mercado12. 

 

Posteriormente, en la década de 1990, se profundizó esta visión, al permitírsele a los 

establecimientos educacionales subvencionados por el Estado -ya sea particulares o 

municipales- cobrar un arancel mensual a los alumnos, mediante el sistema de 

financiamiento compartido, situación con la que terminó la ley Nº 20.845, de inclusión 

escolar.  

 

3.5. Sistema de Educación Pública (ley N° 21.040) 

 

Esta ley también es conocida como la ley de desmunicipalización, porque regula el 

traspaso de los establecimientos educacionales desde los municipios (que desde 1980 

proveen el servicio educacional público en nuestro país) a los Servicios Locales de 

Educación Pública, como veremos a continuación. Con todo, los objetivos de la ley van 

más allá del mero traspaso de sostenedor: se busca consagrar un sistema integrado 

de educación pública.  

                                           
12 Para analizar la relación entre la lógica de mercado y el sistema de subvenciones, véase: 
JOFRÉ, Gerardo. “El sistema de subvenciones en educación: la experiencia chilena”, Estudios 

Públicos, Santiago, 1988. De acuerdo con Pablo González, “los objetivos explícitos de las 
políticas gubernamentales descentralizadoras y privatizadoras fueron: lograr mayor eficiencia en 
el uso de los recursos a través de la competencia por matrícula entre los establecimientos, 
traspasar funciones desde el Ministerio de Educación a los poderes locales representados por el 
municipio, y alcanzar mayor participación del sector privado en la provisión de la educación, lo 
que establecería las bases para una mayor competencia entre establecimientos y más opciones 
para los beneficiarios” (citado en DONOSO, Sebastián. “Los modelos de financiamiento de la 

educación pública en Chile y sus requerimientos de adecuación”, Revista Electrónica de 
Investigación Educativa, Vol. 4, No. 2, 2002). Para una perspectiva crítica, véase: MIZALA, 
Alejandra. “La economía política de la reforma educacional en Chile”, CIEPLAN, Serie Estudios 
Socioeconómicos, Nº 36, Santiago, 2007 
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Así, su Título I establece, como fin específico para la educación pública, el pleno 

desarrollo de sus estudiantes, de acuerdo con sus necesidades y características. En 

este sentido, se pone énfasis en la formación integral y el desarrollo de la creatividad, 

la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos. En la línea 

de lo dispuesto por la Ley General de Educación, se establece que el objeto del 

Sistema será proveer una educación gratuita y de calidad, fundada en un proyecto 

educativo público, laico y pluralista, que promueva la inclusión social, la equidad, la 

tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad. 

 

Por otra parte, se delinean los órganos que componen este Sistema, a saber: i) los 

establecimientos educacionales; ii) los Servicios Locales de Educación Pública; y iii) el 

Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública. Además, se 

establecen los principios de la educación pública, que son principios complementarios 

a los de la Ley General de Educación.  

 

Finalmente, se establece la Estrategia Nacional de Educación Pública, como 

principal instrumento de planificación para este sector educativo. Esta estrategia será 

elaborada por el Ministerio de Educación, previa propuesta de la Dirección de 

Educación Pública, y aprobada por el Consejo Nacional de Educación. 

 

El Título II de la ley, en tanto, regula por primera vez en una sola normativa a los 

establecimientos educacionales públicos. Así, se define a los integrantes de la 

comunidad educativa, se establecen sus mecanismos de participación y, entre otras 

cosas, se regulan las atribuciones de los directores escolares, procurando otorgarles 

mayores niveles de autonomía a los que existían previamente en el sistema educativo 

chileno. También se cuenta aquí la consagración del trabajo en red de los 

establecimientos educacionales, y la atribución de los directores de los 

establecimientos de contratar directamente a los profesionales de la educación. 

 

El Título III crea y regula a los Servicios Locales de Educación Pública. Estos son 

servicios públicos descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que 

se relacionan con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. 

Su objeto único es proveer, a través de la red de establecimientos educacionales de su 

dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, 

velando por la mejora continua de la calidad de la educación pública. Cabe señalar, 

asimismo, que están afectos al Sistema de Alta Dirección Pública. Serán setenta 

Servicios Locales que cubrirán, en conjunto, la totalidad de las comunas del país 

(hasta la fecha han entrado en funcionamiento 27 Servicios Locales, de los cuales 11 

tienen el servicio educacional plenamente traspasado)13. 

 

En este Título se establecen, además, las funciones de estos nuevos servicios públicos, 

entre las cuales destacan la administración de los recursos financieros y materiales 

                                           
13 Véase: https://educacionpublica.gob.cl/servicios-locales-de-educacion-publica/ [consultado el 
21-06-2024] 

https://educacionpublica.gob.cl/servicios-locales-de-educacion-publica/
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asociados a la prestación del servicio educacional, así como la gestión de su personal, 

la provisión del apoyo técnico-pedagógico a los establecimientos educacionales, la 

implementación de iniciativas de desarrollo profesional para sus docentes y asistentes 

de la educación, el desarrollo de la oferta de educación pública en el territorio, el 

fomento del trabajo colaborativo en red de los establecimientos, etc. Los Servicios 

Locales están a cargo de un funcionario denominado Director Ejecutivo, quien dura 

seis años en el cargo y es seleccionado y nombrado mediante el procedimiento de Alta 

Dirección Pública (para directivos del primer nivel jerárquico).  

 

En cada Servicio Local, existe un consejo denominado Comité Directivo Local, cuyo 

objeto es velar por el adecuado desarrollo estratégico del servicio, por la rendición de 

cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local y contribuir a la vinculación del 

Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región. Por otro 

lado, existe un consejo consultivo, denominado Consejo Local de Educación Pública, 

que colaborará con el Director Ejecutivo para el cumplimiento de su objeto.  

 

Posteriormente, el Título IV establece que existirá una Dirección de Educación 

Pública, como servicio público dependiente del Ministerio de Educación, cuyo objeto 

es realizar la conducción estratégica del Sistema de Educación Pública y coordinar a 

los Servicios Locales. Entre sus principales funciones se cuenta la coordinación de los 

Servicios Locales, asignarles recursos, específicamente a través del 

Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública y del Fondo de Apoyo de la 

Educación Pública, prestarles asistencia técnica y administrativa, proponer al 

Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública 

provista a través del Sistema, en particular a través de la Estrategia 

Nacional de Educación Pública, y definir políticas de operación y funcionamiento de los 

sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los 

Servicios Locales, entre otras.  

 

3.6. Sistema de Educación Superior (ley N° 21.091)14 

 

Recién a partir del año 2018 existe en Chile una ley que regula específicamente –y de 

manera integral- a la educación superior, la ley N° 21.091. Antes de eso, si bien 

existía una regulación legal de este nivel educativo en diversos cuerpos normativos –

como la Ley General de Educación (ley N° 20.370)- no existía una configuración de la 

misma como un Sistema (al menos no a nivel de ley). En esta línea, es interesante 

destacar que el primer artículo de la ley en comento suple la ausencia de una 

redacción más robusta de este derecho en el texto constitucional. Así, se establece 

que la educación superior “es un derecho, cuya provisión debe estar al alcance de 

todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos, sin discriminaciones 

arbitrarias, para que puedan desarrollar sus talentos; asimismo, debe servir al interés 

general de la sociedad y se ejerce conforme a la Constitución, la ley y los tratados 

internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes” (art. 1, ley N° 

21.091).  

                                           
14 Esta sección está sacada principalmente de: SOTO, Víctor. “Garantía de acceso a la educación 
superior en Chile”, Serie Minutas Nº 51-23, Biblioteca del Congreso Nacional, 2023.  
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Un segundo punto a destacar es que esta ley establece un sistema de acceso 

gratuito a la educación superior. A diferencia de otros modelos comparados, la 

gratuidad está asociada a ciertas características del alumno, y no al carácter público o 

privado de la institución a la que asiste. Así, mientras en países como Bolivia, Ecuador 

o Perú las universidades públicas se caracterizan por ser gratuitas, 

independientemente de las características de sus alumnos, en Chile las diversas 

instituciones de educación superior deben cumplir con una serie de requisitos para 

acogerse al financiamiento de la gratuidad, que luego es asignada a los estudiantes 

que lo requieran por razones socioeconómicas.  

 

Para optar a este financiamiento, las instituciones de educación superior deben contar 

con una serie de requisitos, que señalamos resumidamente a continuación:  

    a) Contar con acreditación institucional avanzada o de excelencia; 

    b) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de 

lucro, corporaciones de derecho público o cuya personalidad derive de éstas u otras 

entidades de derecho público reconocidas por ley; 

    c) Estar adscritas, al menos un año antes de la solicitud respectiva, al Sistema 

de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (véase punto 2.2); 

    d) Aplicar políticas, previamente informadas a la Subsecretaría de Educación 

Superior, al menos un año antes de la solicitud respectiva, que permitan el acceso 

equitativo de estudiantes; y contar con programas de apoyo a estudiantes vulnerables 

que promuevan su retención, fomentando que al menos el 20% de la matrícula total 

de la institución corresponda a estudiantes de hogares pertenecientes a los cuatro 

primeros deciles de menores ingresos del país (art. 83, ley N° 21.091).  

 

En caso de ser aprobado el financiamiento, estas instituciones deben regirse por la 

regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de 

titulación o graduación; cumplir la regulación de vacantes; y otorgar estudios 

gratuitos, de conformidad a lo dispuesto por la ley en comento (art. 87, ley N° 

21.091). 

 

En cuanto a los requisitos de los estudiantes para obtener el acceso gratuito a la 

educación superior, estos deben: 

    a) Ser chilenos, extranjeros con permanencia definitiva, o extranjeros con 

residencia, y respecto a éste último caso, que hayan cursado la enseñanza media 

completa en Chile; 

    b) No poseer un título técnico de nivel superior, ni un título profesional o una 

licenciatura; ni un título o grado académico reconocido o revalidado en Chile, sin 

perjuicio de las excepciones establecidas en la ley; 

    c) Estar matriculados en alguna de las carreras o programas de estudio señalados 

en la ley (art. 103, ley N° 21.091).  

 

Asimismo, como ya se indicó, deben cumplir ciertas condiciones socioeconómicas. Aquí 

la ley no establece un número fijo, sino que un piso (que se debe ir ampliando según 

la disponibilidad de recursos del país, como indica el artículo trigésimo cuarto 
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transitorio de la ley). Este piso fueron, para el año 2018, los estudiantes 

pertenecientes a los seis primeros deciles de menores ingresos de la población del 

país. Hasta la fecha de hoy, esta cifra no se ha ampliado.  

 

Por otro lado, la gratuidad sólo aplica para aquellos estudiantes que permanezcan 

matriculados en la respectiva carrera o programa de estudio por un tiempo que no 

exceda la duración nominal de éstas, es decir, el tiempo de duración del plan de 

estudios y los procesos asociados a la titulación o graduación de los estudiantes (art. 

105, ley N° 21.091). Para este cálculo no se considera el tiempo en el cual el 

estudiante suspenda justificadamente sus estudios, y mientras dicha suspensión sea 

aprobada por la institución respectiva y notificada a la Subsecretaría de Educación 

Superior (art. 106, ley N° 21.091). 

 

Esta ley dispone la existencia de un Sistema de Acceso a las Instituciones de 

Educación Superior, que establecerá procesos e instrumentos para la postulación y 

admisión de estudiantes a las instituciones de educación superior adscritos a éste, 

respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos y 

profesionales o licenciaturas. De acuerdo con la ley, este sistema debe ser objetivo y 

transparente, debiendo considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades 

o trayectorias previas de los estudiantes. El sistema opera a través de una plataforma 

electrónica única, administrada por la Subsecretaría de Educación Superior (art. 11, 

ley N° 21.091).  

 

Cabe mencionar, además, que se contemplan aquí dos subsistemas: el subsistema 

universitario y el subsistema técnico-profesional. En ambos casos la Subsecretaría 

conformará y coordinará un comité, compuesto por representantes de estas mismas 

instituciones, que deberá definir procesos e instrumentos de acceso de aplicación 

general para las instituciones adscritas, según las particularidades de cada 

subsistema. Adicionalmente, las instituciones de educación superior pueden 

desarrollar instrumentos específicos, complementarios a los anteriores, los cuales 

deben ser, en todo caso, autorizados por el comité de acceso respectivo (art. 12, ley 

N° 21.091).   

 

Asimismo, el sistema debe contemplar programas especiales de acceso, de carácter 

general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, con el objeto fomentar la 

equidad en el ingreso de estudiantes (art. 13, ley N° 21.091).  

 

En síntesis, podemos señalar que en Chile existe un sistema único de ingreso, lo 

que implica la existencia de un responsable político y administrativo claro a nivel 

nacional, con una plataforma electrónica única de ingreso, pero compuesto a la vez 

de dos subsistemas, cada uno con mecanismos de acceso generales. También se 

contemplan, en cada caso, mecanismos complementarios de acceso, pero siempre 

bajo la autorización previa del respectivo comité a cargo. Con esto se busca 

resguardar la diversidad de las instituciones que componen la oferta educativa y las 

múltiples características de los estudiantes que acceden a ellas. Finalmente, hay 
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sistemas especiales de admisibilidad, comunes a las distintas instituciones del 

sistema, para promover la inclusión.  

 

Cabe señalar que hay otras instituciones que participan de los procesos de admisión, 

como el DEMRE, encargado de confeccionar la prueba de admisibilidad universitaria, 

pero lo relevante es que, a contar del año 2018, estas instituciones funcionan dentro 

de un sistema único, que incluye a las diversas instituciones de educación superior.  

 

 

Síntesis 

 

 

Hemos podido revisar el derecho a la educación en tres niveles, todos profundamente 

relacionados entre sí. En primer lugar, lo que disponen las normas internacionales 

sobre la materia, que, como vimos, se enfocan especialmente en los deberes estatales 

y en la garantía de acceso a todos los estudiantes, acceso que debe ir desarrollándose 

progresivamente, tal como se ha ido desarrollando la institucionalidad nacional. En 

segundo lugar, pudimos observar a grandes rasgos cómo se consagra el derecho a la 

educación -y su par, la libertad de enseñanza- en la Constitución. Aquí podemos 

destacar que hay una implementación que sigue la línea de las normas internacionales 

ya indicadas, aunque hay áreas, como la educación superior, que, en nuestra Carta 

Fundamental, se desarrollan de forma bastante escueta.  

 

Ahora bien, en cuanto al tercer punto, las principales leyes que rigen nuestro país en 

la materia, hemos podido ver cómo se articulan los diversos subsistemas que 

componen el sistema educativo del país. Así, primero la normativa general, 

representada por la Ley General de Educación y la que consagra el Sistema de 

Aseguramiento de la Calidad. La primera establece los principios específicos que rigen 

a la educación en el país, profundizando cuestiones que en las normas internacionales 

y la Constitución sólo están esbozadas. Asimismo, establece a grandes rasgos las 

instituciones principales del sistema educativo, como el Ministerio de Educación, y 

aquellas que colaboran con sus funciones más relevantes, como el Consejo Nacional 

de Educación, que lidera la función curricular. También se establecen las reglas sobre 

reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales, y las reglas generales de 

funcionamiento de estos. La segunda ley crea una institucionalidad específica para 

medir la calidad educacional y fiscalizar el cumplimiento de la normativa educacional, 

lo que se traduce en dos órganos específicos: la Agencia de Calidad y la 

Superintendencia de Educación (a la que se ha sumado, recientemente, la 

Superintendencia de Educación Superior, aunque esta tiene ciertas reglas propias que 

tienen que ver con ámbito específico).  

 

Luego, tenemos la norma que establece el sistema de admisión escolar y aquella que 

se refiere al financiamiento estatal de la educación. Aquí ya podemos distinguir, 

dentro de la generalidad del sistema educativo, a los establecimientos públicos 

(municipales y traspasados a Servicios Locales) y establecimientos particular-

subvencionados. Se intentó además plasmar los puntos centrales de la evolución del 
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sistema de financiamiento chileno y algunas de las razones que se esgrimieron en su 

momento para establecerlo.  

 

Posteriormente, entramos en uno de los hitos de los últimos años en la evolución 

institucional de la educación chilena, la creación de un Sistema de Educación Pública, 

aún en fase de implementación, y que implicará el traspaso completo del servicio 

educativo desde los municipios a los nuevos Servicios Locales de Educación Pública, 

entes descentralizados, pero de mayor alcance que las municipalidad, coordinados por 

la Dirección de Educación Pública (servicio dependiente directamente del Ministerio).  

 

Finalmente, revisamos la configuración del nuevo Sistema de Educación Superior, 

enfocándonos particularmente en la gran novedad que introdujo: las nuevas reglas de 

acceso gratuito a las instituciones de educación superior (universidades, institutos 

profesionales y centros de formación técnica).  

 

Esta síntesis puede ser de utilidad no sólo para entender a grandes rasgos cómo 

funciona nuestro sistema, sino también para contrastarlo con las realidades de los 

diversos países latinoamericanos que participarán en el encuentro del Parlatino del 4 y 

5 de julio, con el objeto de sacarle el mayor provecho posible al intercambio de 

experiencias en la materia. Por último, se acompaña un cuadro simplificado que, sin 

ser exhaustivo, busca mostrar gráficamente cómo se ordenan las diversas 

instituciones que participan en la educación chilena a nivel nacional (véase página 

siguiente).  
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